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Concepto No 4913       

Bogotá, D.C., 23 de febrero de 2010
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 29 (parcial) de la Ley 393 de 1997 y 41 (parcial) de la Ley 472 de 1998. 
Demandantes: Ricardo Alberto Majarrés Charris y otros.
Magistrado Ponente: Dr. JORGE IVÁN PALACIO PALACIO
Expediente: D- 7903
Concepto No. 4913
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2o., y 278, numeral 5o., de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6o., y 242, numeral 1o., de la Carta, instauraron los ciudadanos RICARDO ALBERTO MANJARRÉS CHARRIS, HAROLD ENRIQUE LÓPEZ TURIZZO y JAIME LUÍS ARIAS FONSECA contra los artículos 29 (parcial) de la Ley 393 de 1997 y 41 (parcial) de la Ley 472 de 1998, cuyo texto se resalta a continuación
LEY 472 DE 1998 
(agosto 5) 

Diario Oficial No. 43.357, de 6 de agosto de 1998 

Por la cual se desarrolla el artículo 88 de la Constitución Política de Colombia en relación con el ejercicio de las acciones populares y de grupo y se dictan otras disposiciones. 

ARTICULO 41. DESACATO. La persona que incumpliere una orden judicial proferida por la autoridad competente en los procesos que se adelanten por acciones populares, incurrirá en multa hasta de cincuenta (50) salarios mínimos mensuales con destino al Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, conmutables en arresto hasta de seis (6) meses, sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar. 

La sanción será impuesta por la misma autoridad que profirió la orden judicial, mediante trámite incidental y será consultada al superior jerárquico, quien decidirá en el término de tres (3) días si debe revocarse o no la sanción. La consulta se hará en efecto devolutivo. (Negrilla fuera de texto)
LEY 393 DE 1997 
(julio 29) 

Diario Oficial No. 43.096, de 30 de julio de 1997 

Por la cual se desarrolla el artículo 87 de la Constitución Política. 

ARTICULO 29. DESACATO. El que incumpla orden judicial proferida con base en la presente Ley, incurrirá en desacato sancionable de conformidad con las normas vigentes, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias o penales a que hubiere lugar.
La sanción será impuesta por el mismo Juez mediante trámite incidental; de no ser apelada se consultará con el superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres (3) días siguientes si debe revocar o no la sanción. La apelación o la consulta se hará en el efecto suspensivo. (Negrilla fuera de texto).

1.
Planteamientos de la demanda

Según los ciudadanos MANJARRÉS CHARRIS, LÓPEZ TURIZZO y ARIAS FONSECA, las expresiones acusadas vulneran el preámbulo y los artículos 2, 13, 29, 228 y 229 de la Carta Política, por las siguientes razones:

1.1. Las expresiones acusadas impiden la realización del “valor superior de justicia” contemplado en el preámbulo y en el artículo 2º superior, al conceder prerrogativas al sujeto procesal que no se sometió a la orden judicial e impedir al actor controvertir la decisión que pone fin al incidente de desacato sin imponer sanción alguna.
1.2.  Las normas demandadas vulneran el preámbulo y el artículo 13 superior por cuanto discriminan de manera injustificada a quien promueve el incidente de desacato, pues establecen como obligatorio el grado jurisdiccional de consulta únicamente para favorecer al sancionado en el citado incidente, quien, a diferencia del actor, además puede apelar la sanción impuesta cuando se trata de acción de cumplimiento.
“Apreciándose una ruptura del principio de igualdad respecto de situaciones procesales exactamente iguales, careciendo esta discriminación, de una justificación razonable y plausible para otorgar trato diferenciado a sujetos procesales que se encuentran bajo idénticas circunstancias”.

1.3.
Las expresiones cuestionadas desconocen el derecho de defensa y contradicción, como parte del derecho al debido proceso (artículo 29 constitucional), de quien promueve el incidente, al no permitirle que la decisión que pone fin al mismo sea apelada o consultada cuando no se impone sanción alguna. 
1.4. “Las disposiciones cuestionadas, vulneran el artículo 228 de la Constitución Nacional, al manifestar palmariamente, que frente a la decisión que descarta la existencia del desacato, no existe ninguna posibilidad por parte del superior, imposibilitando fehacientemente, que se de cumplimiento a lo previamente fallado, puesto que, al no existir la menuda posibilidad que se revoque tal decisión, se sacrifica entonces, en aras de cumplir fielmente lo preceptuado en estas normas de estirpe netamente procesal, los derechos y garantías constitucionales, así como, los reconocidos en la sentencia fruto de la respectiva acción constitucional”.
1.4.
Las normas cuestionadas desconocen el derecho de acceso a la administración de justicia (artículo 229 superior), por cuanto no le permite a la parte que incoa el incidente de desacato hacer revisar del superior jerárquico la decisión que le es contraria. 
2.
Problema jurídico

Le corresponde al Ministerio Público determinar si las normas demandadas desconocen los derechos a la igualdad, al debido proceso, a la defensa y de acceso a la administración de justicia, lo mismo que la prevalencia del derecho sustancial, al establecer el recurso de apelación y el grado jurisdiccional de consulta únicamente respecto de las sanciones por desacato de la orden judicial proferida por la autoridad competente en los procesos que se adelanten por acciones populares y de cumplimiento, y no cuando la decisión del incidente respectivo sea contraria a la petición de quien lo promovió.
Sobre el particular el Ministerio Público ha de conceptuar lo siguiente.

3.
Consideraciones Generales 
3.1.
Para resolver el problema jurídico planteado, este Despacho tendrá en cuenta, en primer término, la libertad de configuración que el legislador tiene para diseñar los procedimientos judiciales, lo mismo que la naturaleza jurídica tanto del grado jurisdiccional de consulta como del recurso de apelación. 
3.2.
Según la jurisprudencia constitucional
, el Legislador goza de libertad de configuración para diseñar los procedimientos judiciales (artículo 150 superior); sin embargo, esa facultad no es absoluta, pues está limitada por los principios y derechos constitucionales cuyo núcleo esencial debe salvaguardar, por consiguiente, las normas procesales deben ser razonables y proporcionadas con el fin de lograr tales objetivos. Por tal razón, el diseño de los procesos judiciales debe amparar el derecho de defensa y el debido proceso, entre otros.
3.3. En relación con la consulta hay que recordar que se trata de un grado jurisdiccional en virtud del cual el superior jerárquico del juez que profirió la providencia, en ejercicio de su competencia funcional y por ministerio de la ley, debe revisar la decisión de primera instancia, con el fin de confirmarla, modificarla o revocarla
.   
3.4.  Toda sentencia judicial podrá ser apelada o consultada, “salvo las excepciones que consagre la ley”, señala el artículo 31 de la Carta Política.

En virtud de tal facultad, el legislador ha instituido la consulta en los diferentes ordenamientos procesales, para defender fundamentalmente los intereses de las entidades públicas, lo mismo que para proteger a la parte más débil de la relación procesal respectiva.

Así, el artículo 386 del Código de Procedimiento Civil establece que deben consultarse las sentencias de primera instancia adversas a la Nación, los departamentos, los distritos especiales y los municipios, siempre que no sean apeladas por sus representantes o apoderados. Con la misma salvedad deben consultarse las sentencias que decreten la interdicción y las que fueren adversas a quien estuvo representado por curador ad lítem, excepto en los procesos ejecutivos.

En materia laboral, el artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social prevé el grado jurisdiccional de consultas de las sentencias de primera instancia, cuando fueren totalmente adversas a las pretensiones del trabajador, afiliado o beneficiario si no fueren apeladas, lo mismo que de las sentencias de primera instancia cuando fueren adversas a la Nación, al Departamento o al Municipio o a aquellas entidades descentralizadas en las que la Nación sea garante. 

Por su parte, el artículo 184 del Código Contencioso Administrativo consagra la consulta para las sentencias que impongan condena en concreto, dictadas en primera instancia a cargo de cualquier entidad pública que exceda de trescientos (300) salarios mínimos mensuales legales o que hayan sido proferidas en contra de quienes hubieren estado representados por curador ad litem, cuando no fueren apeladas. Las sentencias que impongan condena en abstracto sólo serán consultables junto con el auto que las liquide, en los eventos del inciso anterior. En los asuntos contenciosos de carácter laboral, solamente se consultarán las sentencias dictadas en primera instancia que impongan condena a cargo de la entidad pública, cuando de la respectiva actuación se deduzca que la demandada no ejerció defensa alguna de sus intereses.
3.5.  Respecto al recurso de apelación hay que decir que es un mecanismo de defensa que permite la apreciación objetiva de la providencia cuestionada por parte del superior jerárquico de quien la profirió, con el fin de lograr la certeza jurídica (sentencia T-158-93).
4.
El caso concreto

4.1. La fuerza de los cargos presentados por los demandantes radica en que las normas acusadas amparan a quien resulta sancionado por el desacato de la orden judicial proferida por la autoridad competente, en los procesos que adelante por acciones populares y de cumplimiento, al prever el recurso de apelación y el grado jurisdiccional de consulta únicamente respecto de tales sanciones y no en favor de quien promovió el incidente, vulnerando así los derechos a la igualdad, al debido proceso, a la defensa y de acceso a la administración de justicia, lo mismo que la prevalencia del derecho sustancial.
4.2.
Frente a lo anterior, hay que señalar que el Legislador tiene una amplia libertad de configuración para diseñar los procedimientos judiciales (artículo 150 superior) y para establecer excepciones a la regla general según la cual toda sentencia judicial podrá ser apelada o consultada (artículo 31 constitucional). 

Fue en ejercicio de tales facultades que el Congreso de la República a través de las disposiciones acusadas determinó que la sanción por desacato será consultada al superior jerárquico en todos los casos cuando se imponga en la acción popular y cuando contra ella no se haya interpuesto el recurso de apelación tratándose de acción de cumplimiento.
En este orden, no ve el Ministerio Público de que manera las preceptos cuestionados vulneran el derecho al debido proceso de quien promovió el desacato, si la ley se limitó a definir el trámite de dicho incidente garantizando a las partes el derecho a ser juzgadas conforme a normas preexistentes al acto que se les imputa, ante juez competente y observando la plenitud de las formas propias de cada juicio, tal como lo prevé el artículo 29 superior.
Por otra parte, vale destacar que la Corte Constitucional ha manifestado que a pesar de que la consulta tiene un vínculo especial con el debido proceso y el derecho de defensa, éste no es de carácter inescindible, razón por la que su  falta no implica necesariamente la violación de tales derechos, siempre que su exclusión sea razonable y proporcionada
.  

En el caso que nos ocupa, la supresión del grado jurisdiccional de consulta y el recurso de apelación para quienes promovieron el incidente de desacato es razonable y proporcionada por cuanto pretende lograr la realización de un fin constitucionalmente legítimo como es darle una mayor celeridad y eficacia a las acciones populares y de cumplimiento, sin que pueda afirmarse, además, que con ello se desconoce el principio de prevalencia del derecho sustancial sobre el procesal.

Hay que destacar que la acción de cumplimiento es un mecanismo judicial a través del cual se busca el cumplimiento del deber legal o administrativo en cuyo incumplimiento se ha ratificado la autoridad pública, por lo tanto la intensión del legislador fue que su trámite fuera sencillo, preferencial y estuviese gobernado por los principios de celeridad y eficacia.
Lo mismo puede predicarse de las acciones populares, las cuales por su misma naturaleza (se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible) exigen un trámite preferencial que se rige, entre otros, por los principios de celeridad y eficacia (Ley 472 de 1998, artículos 2 y 5).
4.3.  En relación con la supuesta discriminación a que se refieren los actores entre quien resulta sancionado en el incidente de desacato y quien lo promovió hay que destacar que la situación de uno y otro es diferente, pues el primero tiene que soportar un castigo que tiene origen en su culpa o yerro, razón por la cual el legislador le concede la oportunidad de que el superior jerárquico de quien le impuso la sanción revise su legalidad y la confirme, la modifique o la revoque, lo cual, tal como lo ha manifestado la jurisprudencia constitucional, garantiza la certeza jurídica y el juzgamiento justo
. 
La sanción por desacato es una medida impuesta por el juez que profirió el fallo dentro de la acción popular o de cumplimiento, al haber determinado (i) la inobservancia de la orden, y (ii) la culpabilidad de la persona encargada de su cumplimiento. 
Así las cosas, no le asiste razón a los demandantes cuando afirman que las disposiciones acusadas vulneran el derecho a la igualdad, por cuanto el  trato desigual en este caso está justificado por la diferencia existente entre la situación de quien resulta sancionado y aquel que no está obligado a soportar el poder disciplinario y coercitivo del juez.

4.4.
De igual manera, afirman los actores que las normas cuestionadas desconocen el derecho de acceso a la administración de justicia (artículo 229 superior), por cuanto no le permiten a la parte que incoa el incidente de desacato hacer revisar del superior jerárquico la decisión que le es contraria. 
Sobre el particular, hay que precisar que uno es el derecho de acceso a la administración de justicia previsto en el artículo 229 de la Carta Política, esto es “la facultad que tiene toda persona de poner en marcha la actividad jurisdiccional del Estado para el reconocimiento de sus derechos sustanciales
” y otro es el derecho de acceso a la segunda instancia judicial, el cual tal como lo prevé el artículo 31 de la Carta Política puede ser limitado por el legislador en ciertos casos, sin que ello implique vulneración de derecho alguno.
Al respecto señaló la Corte Constitucional:

La negación de la segunda instancia no es de suyo una negación del derecho de acceso a la justicia y así lo entiende el ordenamiento constitucional. De otra forma, no hubiera dispuesto en su artículo 31 que toda sentencia será susceptible de apelación o consulta, salvo las excepciones que consagre la ley
.

Desde este punto de vista las normas acusadas no contravienen el derecho de acceso a la administración de justicia consagrado en el artículo 229 superior, pues la Carta Política en parte alguna señala como obligatoria la consulta ni la apelación del auto que decide el incidente de desacato absolviendo a la persona contra quien se promovió,  pues por el contrario estamos ante una de las excepciones de que trata el artículo 31 de la Carta Política.
4.6. Las razones señaladas a lo largo de este concepto llevan a concluir que las expresiones acusadas de los artículos 29 de la Ley 393 de 1997 y 41 de la Ley 472 de 1998 no vulneran las disposiciones superiores invocadas por los demandantes, razón por la cual se solicitará a la Corte Constitucional que declare su exequibilidad.

5. 
Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional realizar las siguientes declaraciones:

5.1. Declarar EXEQUIBLE la expresión “y será consultada al superior jerárquico, quien decidirá en el término de tres (3) días si debe revocarse o no la sanción. La consulta se hará en efecto devolutivo”, contenida en el artículo 41 de la Ley 472 de 1998, por los aspectos aquí analizados.

5.2. Declarar EXEQUIBLE la expresión “de no ser apelada se consultará con el superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres (3) días siguientes si debe revocar o no la sanción. La apelación o la consulta se hará en el efecto suspensivo”, contenida en el artículo 29 de la Ley 393 de 1997, por las razones señaladas anteriormente.
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓNEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación 

CEVV/MLOvalleB.
� Sentencia C- 670 de 2004


� Sentencia C-968 de 2003


� Sentencia C-090 de 2002 MP Eduardo Montealegre Lynett


� Sentencia C-968 de 2003


� Sentencia C-243 de 1996


� Ibídem
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